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Artículo 23. Documentación.

1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición 
de la autoridad laboral la siguiente documentación relativa 
a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

	 a. Plan de prevención de riesgos laborales, conforme 
	 a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta 	
	 ley. 
	 b. Evaluación de los riesgos para la seguridad y la 	
	 salud en el trabajo, incluido el resultado de los 		
	 controles periódicos de las condiciones de trabajo y 
	 de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo 	
	 dispuesto en el párrafo a del apartado 2 del artículo 	
	 16 de esta ley.
	 c. Planificación de la actividad preventiva, incluidas 	
	 las medidas de protección y de prevención a adoptar 	
	 y, en su caso, material de protección que deba 		
	 utilizarse, de conformidad con el párrafo b del 		
	 apartado 2 del artículo 16 de esta ley. 
	 (Apartado 1. a, b, c, modificado por Ley 54/2003)

	 d. Práctica de los controles del estado de salud de los 	
	 trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y 	
	 conclusiones obtenidas de los mismos en los términos 	
	 recogidos en el último párrafo del apartado 4 del 	
	 citado artículo.
	 e. Relación de accidentes de trabajo y enfermedades 	
	 profesionales que hayan causado al trabajador una 	
	 incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En 	
	 estos casos el empresario realizará, además, la 		
	 notificación a que se refiere el apartado 3 del 		
	 presente artículo.

2. En el momento de cesación de su actividad, las 
empresas deberán remitir a la autoridad laboral la 
documentación señalada en el apartado anterior.

3. El empresario estará obligado a notificar por escrito 
a la autoridad laboral los daños para la salud de los 
trabajadores a su servicio que se hubieran producido 
con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al 
procedimiento que se determine reglamentariamente.

4. La documentación a que se hace referencia en el 
presente artículo deberá también ser puesta a disposición 
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas 
puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la 
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 
de abril, General de Sanidad.

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.

1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen 
actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas 
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre 

prevención de riesgos laborales. A tal fin, establecerán 
los medios de coordinación que sean necesarios en 
cuanto a la protección y prevención de riesgos laborales 
y la información sobre los mismos a sus respectivos 
trabajadores, en los términos previstos en el apartado 1 
del artículo 18 de esta Ley.

2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las 
medidas necesarias para que aquellos otros empresarios 
que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban 
la información y las instrucciones adecuadas, en relación 
con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las 
medidas de protección y prevención correspondientes, así 
como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su 
traslado a sus respectivos trabajadores.

3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras 
la realización de obras o servicios correspondientes a 
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen 
en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el 
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de 
la normativa de prevención de riesgos laborales.

4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del 
apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también 
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, 
en los supuestos en que los trabajadores de la empresa 
contratista o subcontratista no presten servicios en los 
centros de trabajo de la empresa principal, siempre que 
tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, 
productos, materias primas o útiles proporcionados por la 
empresa principal.

5. Los deberes de cooperación y de información e 
instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de 
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que 
desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.

6. Las obligaciones previstas en este artículo serán 
desarrolladas reglamentariamente. (Apartado 6, añadido 

por Ley 54/2003)

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente 
sensibles a determinados riesgos.

1. El empresario garantizará de manera específica la 
protección de los trabajadores que, por sus propias 
características personales o estado biológico conocido, 
incluidos aquellos que tengan reconocida la situación 
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean 
especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. 

A tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las 
evaluaciones de los riegos y, en función de éstas, adoptará 
las medidas preventivas y de protección necesarias.
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Los trabajadores no serán empleados en aquellos puestos 
de trabajo en los que, a causa de sus características 
personales, estado biológico o por su discapacidad física, 
psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, 
los demás trabajadores u otras personas relacionadas con 
la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, 
cuando se encuentren manifiestamente en estados o 
situaciones transitorias que no respondan a las exigencias 
psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo.

2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las 
evaluaciones los factores de riesgo que puedan incidir en la 
función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, 
en particular por la exposición a agentes físicos, químicos 
y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de 
toxicidad para la procreación, tanto en los aspectos de la 
fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con 
objeto de adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.

1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 
16 de la presente Ley deberá comprender la determinación 
de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de 
las trabajadoras en situación de embarazo o parto reciente 
a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo 
que puedan influir negativamente en la salud de las 
trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible 
de presentar un riesgo específico. Si los resultados de la 
evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud 
o una posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia 
de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las 
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho 
riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o del 
tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. 

Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no 
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos. 
(Apartado 1, modificado por Ley 39/1999)

2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de 
trabajo no resultase posible o, a pesar de tal adaptación, 
las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir 
negativamente en la salud de la trabajadora embarazada 
o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, 
en función de la Entidad con la que la empresa tenga 
concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con 
el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que 
asista facultativamente a la trabajadora, ésta deberá 
desempeñar un puesto de trabajo o función diferente 
y compatible con su estado. El empresario deberá 
determinar, previa consulta con los representantes de los 
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos 
de riesgos a estos efectos.

El cambio de puesto o función se llevará a cabo de 
conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en 
los supuestos de movilidad funcional y tendrá efectos hasta 
el momento en que el estado de salud de la trabajadora 
permita su reincorporación al anterior puesto.

En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas 
en el párrafo anterior, no existiese puesto de trabajo o 
función compatible, la trabajadora podrá ser destinada 
a un puesto no correspondiente a su grupo o categoría 
equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de 
retribuciones de su puesto de origen. (Apartado 2, modificado 

por Ley Orgánica 3/2007)

3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u 
objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse 
por motivos justificados, podrá declararse el paso de la 
trabajadora afectada a la situación de suspensión del 
contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el 
artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores, durante el 
período necesario para la protección de su seguridad o de su 
salud y mientras persista la imposibilidad de reincorporarse 
a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su 
estado. (Apartado 3, modificado por Ley Orgánica 3/2007)

4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será 
también de aplicación durante el período de lactancia 
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir 
negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo 
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad 
con la que la empresa tenga concertada la cobertura de 
los riesgos profesionales, con el informe del médico del 
Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la 
trabajadora o a su hijo. Podrá, asimismo, declararse el pase 
de la trabajadora afectada a la situación de suspensión 
del contrato por riesgo durante la lactancia natural de 
hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 
45.1.d) del Estatuto de Ios Trabajadores, si se dan las 
circunstancias previstas en el número 3 de este artículo. 
(Apartado 4, modificado por Ley Orgánica 3/2007)

5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a 
ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, 
para la realización de exámenes prenatales y técnicas 
de preparación al parto, previo aviso al empresario y 
justificación de la necesidad de su realización dentro de la 
jornada de trabajo. (Apartado 5, modificado por Ley Orgánica 3/2007)

Artículo 27. Protección de los menores.

1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes 
menores de dieciocho años, y previamente a cualquier 
modificación importante de sus condiciones de trabajo, 
el empresario deberá efectuar una evaluación de los 


